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Resumen: El presente texto gira en torno a los criterios jurídicos que permiten fundamentar 

la impugnación de sentencias condenatorias emitidas por primera vez en segunda instancia o 

en casación, revocatorias de la absolución. El punto de partida se fundamenta en el análisis 

realizado por la Corte Constitucional en la sentencia C-792 del 2014 y su llamado a garantizar 

tal derecho como componente de un debido proceso constitucional, y materialización de la 

Convención Americana de Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos.  Sin embargo, el Congreso de la República no ha reglamentado el procedimiento 

que permita garantizar la impugnación de la primera sentencia condenatoria emitida en toda 

actuación penal, pese a que la Corte Constitucional, desde el año 2014 y hasta la fecha, ha 

reiterado el llamado al órgano legislativo para que desde su libertad de configuración 

establezca el trámite para garantizar la doble conformidad judicial en materia penal, y evitar 

sentencias condenatorias en única instancia. 

 

Palabras clave: Derecho de defensa, impugnación, sentencia condenatoria, doble instancia, 

proceso penal.  

 

Abstract.  

The present article is about the legal criteria that allow substantiating the contestation of 

condemnatory sentences issued for the first time in second instance or in quashing, 

withdrawals of acquittal. The starting point is based on the analysis carried out by the 

Constitutional Court in the sentence C-792 of 2014 and its call to guarantee such right as a 

component of due constitutional process, and materialization of the American Convention of 

Rights and the International Covenant on Civil and Political Rights. However, the Congress 

has not regulated the procedure to guarantee the contestation of the first condemnatory 

sentences issued in all criminal proceedings, despite the fact that the Constitutional Court, 

since 2014 and to date, has reiterated the call on the legislative organ to establish, from its 

freedom of configuration, the procedure to ensure double judicial compliance in criminal 

matters, and to avoid conviction sentences in single instance. 

Key words: Right to defense, Contestation, Condemnatory sentence, Double instance, 

Criminal procedure. 

  



1. Introducción. 

 

De conformidad con la Constitución Política3 y la Convención Americana de Derechos 

humanos4; todo individuo tiene derecho a recurrir el fallo condenatorio, propendiendo para 

que su caso sea revisado por un superior. A nivel legal, el Código de Procedimiento Penal 

establece en los artículos 176, 177 y 179 el trámite del recurso de apelación contra la 

sentencia emitida en primera instancia. Sin embargo, no se encuentra regulado el 

procedimiento para impugnar la sentencia condenatoria cuando esta se profiere por primera 

vez en sede de segunda instancia o en casación.  

Por lo tanto, la H. Corte Constitucional mediante la sentencia C- 792 de 2014, estudió la 

exequibilidad del artículo 20 de la ley 906 de 2004 y entre otros aspectos, salvaguardó el 

derecho a controvertir todo fallo condenatorio dictado por primera vez, no mediante el 

recurso extraordinario de casación, la revisión, ni la tutela contra providencias judiciales, 

sino, a través del recurso de apelación. De igual forma, exhortó al órgano legislativo para que 

en el término de un año, regulara integralmente el derecho a impugnar todas las sentencias 

condenatorias. De no hacerlo, a partir del vencimiento de este término, se entendería que 

procede la impugnación de todas las sentencias condenatorias ante el superior jerárquico o 

funcional de quien impuso la condena5. 

Ahora bien, el Congreso de la Republica expidió el Acto Legislativo 01 del 18 de enero de 

2018, mediante el cual se garantiza la segunda instancia para los aforados. No obstante, nada 

se dijo frente a los asuntos ordinarios en los cuales una persona es absuelta en primera 

instancia, condenada en segunda y pretende que ese fallo de responsabilidad sea revisado por 

un superior.  

                                                           
3 Artículo 29. (…)  “Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. 

Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, 

durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar 

pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser 

juzgado dos veces por el mismo hecho”  

 
4 Artículo 8.  Garantías Judiciales. (…) 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma 

su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene 

derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: … h) derecho de recurrir del fallo ante juez 

o tribunal superior. 
5 Providencia Constitucional del 29 de octubre de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 



Para mayor ilustración, se cita a modo de ejemplo que JUAN es procesado por el delito de 

Homicidio, luego de surtirse el trámite procesal de primera instancia, el Juez Penal del 

Circuito de Conocimiento decide absolverlo; por lo tanto, la Fiscalía interpone el recurso de 

apelación y la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial revoca la decisión y 

condena al acusado.  

Por lo anterior, y teniendo en cuenta que la Constitución le indica que tiene derecho a 

impugnar la sentencia condenatoria, JUAN decide interponer el recurso de apelación contra 

la decisión del Tribunal; habida cuenta que los mecanismos existentes como la casación, 

revisión y la tutela, son extremadamente onerosos, técnicos, extraordinarios y sobre todo no 

le garantizan que su caso sea revisado de fondo, pues se deben cumplir a cabalidad unos 

requisitos y causales taxativas.  

Téngase en cuenta que “en Colombia, la casación es un recurso extraordinario cuya finalidad 

es la efectividad del derecho material, el respeto de las garantías de los intervinientes, la 

reparación de los agravios inferidos a estos, y la unificación de la jurisprudencia. Su 

naturaleza de recurso estriba en que así lo determina expresamente el CPP, entre otros, en los 

artículos 180 y 181, y que se ejerce dentro del proceso penal originario, cuando la sentencia 

no ha cobrado ejecutoria, y por ende, no ha adquirido el estado de cosa juzgada, como sí 

ocurre con la revisión penal, que es una verdadera acción, ya que procede contra sentencias 

ejecutoriadas (artículo 129 de la ley 906 de 2004)”6.  

Indudablemente la casación penal es un recurso de carácter extraordinario, por lo que, su 

interposición y fundamentación responde a criterios diferentes a los medios de impugnación 

de instancia, como la apelación, pues la sentencia se presume acertada y legal, de modo que 

la mera discrepancia del actor no es una razón suficiente para dejar sin efectos el fallo, sino 

la demostración de un error trascedente, en virtud del cual se pueda explicar el sentido de la 

decisión7.  

La Corte Suprema de Justicia ha sido enfática en reiterar que “la casación no es instancia 

adicional del proceso regular, ni su ejercicio constituye medio de impugnación de plena 

                                                           
6 Gómez Castrillón, Luis Alberto. La Técnica de la Casación Penal. 1ª ed. Bogotá: Leyer Editores,2016. Página 

59.  
7 Gómez Castrillón, Luis Alberto. Ibidem, página 143.  



justicia. Debido al carácter técnico y rogado que ostenta, la demanda a través de la cual se 

ejerce, impone el cumplimiento de precisos requisitos formales, la invocación de una o varias 

de las concretas causales previstas en la ley procesal, el correcto señalamiento de los 

fundamentos fácticos y jurídicos en que se apoya la solicitud, y un adecuado desarrollo y  

sustentación del cargo o cargos que se postulan al fallo de segunda instancia en orden a su 

desquiciamiento, “todo lo cual es, evidentemente, materia de especiales conocimientos 

jurídicos que no están al alcance ni siquiera de todos los abogados ni, por supuesto, en ningún 

caso, de todo el mundo”8. 

En cuanto a la tutela contra providencias judiciales, es menester analizar las restrictivas 

causales de procedencia, para ello, sea lo primero indicar que inicialmente este mecanismo 

estaba previsto únicamente para “vías de hecho”, sin embargo, la Corte Constitucional 

amplió el espectro y estableció otros aspectos por los cuales es posible atacar una decisión 

judicial. Siendo necesario acudir a lo preceptuado por el máximo estamento Constitucional, 

entre otras en la sentencia T-246 de 2015, (la cual reitera los postulados de las decisiones 

hito C-590 de 2005 y SU-913 de 2009), donde la Corporación esgrimió que los requisitos 

generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes: 

1. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. 2. Que se 

hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance 

de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio 

iusfundamental irremediable. 3. El requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se 

hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó 

la vulneración. 4.  Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la 

misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta 

los derechos fundamentales de la parte actora. 5. Que no se trate de sentencias de tutela. 

Además de los requisitos generales mencionados, para que proceda una acción de tutela 

contra una sentencia judicial es necesario acreditar la existencia de requisitos o causales 

especiales de procedibilidad, las que deben quedar plenamente demostradas. En este sentido, 

se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos fijados, tales como: el 

                                                           
8 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Auto Nro. 18.041 del 6 de diciembre de 2001. En el mismo 

sentido cfr. C.S.J, Sala de Casación Penal: Auto Nro. 18.378 del 5 de mayo de 2004; Auto Nro. 21271 del 4 de 

mayo de 2005, Auto Nro. 27.986 del 15 de agosto de 2007. 



orgánico, el procedimental absoluto, fáctico, material o sustantivo, error inducido, decisión 

sin motivación, desconocimiento del precedente o violación directa de la Constitución.  

De lo aquí expuesto, podemos afirmar que al igual que la casación y la revisión, este 

mecanismo constitucional tampoco es un medio de impugnación ordinario, sencillo y 

expedito que le garantiza al procesado que una autoridad superior revisará su condena de 

forma inmediata, conjunta, y completa.  

Ante este panorama, resulta menester proceder a discernir la procedencia, bases y alcances 

de la doble conformidad judicial, entendido como el derecho a impugnar el primer fallo 

condenatorio. Así mismo, establecer si actualmente se está dando aplicación a lo dispuesto 

por el máximo estamento Constitucional en la decisión ya citada, y cuáles son las 

implicaciones de no poder recurrir el fallo de condena emitido en segunda instancia, 

revocatorio de la absolución.  

Por lo tanto, en este trabajo hemos partido del siguiente interrogante ¿Cuáles son los criterios 

jurídicos que permiten fundamentar la impugnación de la sentencia condenatoria de segunda 

instancia revocatoria de la absolución en Colombia? 

Cabe destacar que este trabajo obtiene su desarrollo a través de la búsqueda y revisión 

normativa, jurisprudencial, doctrinal y en bases de información, en relación con la posibilidad 

de impugnar la sentencia condenatoria emitida en segunda instancia o en casación revocatoria 

de la absolución. 

Igualmente se propende por la utilización del método comparativo9, al contrastar los 

postulados constitucionales e internacionales sobre la posibilidad de impugnar la primera 

                                                           
9 Sobre este método se ha dicho: “Para que una actividad pueda ser adscrita a la Ciencia del Derecho 

Comparado, es necesario escoger, al menos, dos «objetos» que puedan compararse; que la finalidad sea la de 

ofrecer esa comparación; que el método no se reduzca a una mera exposición paralela de dos o más sistemas, o 

de dos o más institutos pertenecientes a diferentes ordenamientos; que las referencias de la comparación no 

sean instrumentales del análisis del ordenamiento interno o —dicho de otro modo— que el fin sea el de ofrecer 

una clasificación o configurar un modelo.”. (Pegoraro, Lucio. El método en el derecho constitucional: la 

perspectiva desde el derecho comparado. Revista de estudios políticos (nueva época). 112, abril-junio, 2001. 

Traducción: Berzosa López, Daniel).  



sentencia condenatoria, con las oportunidades reales que se brindan actualmente al procesado 

dentro del trámite del enjuiciamiento criminal colombiano10.   

Dejando claro que, para obtener la información se tuvo acceso a los expedientes, con la 

debida autorización, y en mayor medida se realizó un rastreo en el sistema de Gestión siglo 

XXI, y en la página web oficial de la Rama Judicial11 . 

Con fundamento en lo anterior, en este texto en primer lugar, procederemos a establecer la 

importancia y naturaleza del derecho a la defensa y su relación con la impugnación; en 

segundo lugar, vamos a referirnos al alcance de la impugnación de la sentencia condenatoria 

a partir de lo estipulado por la Corte Constitucional colombiana y  los instrumentos 

internacionales; en tercer lugar, se examinan algunos casos en los que se vislumbra la 

vulneración de derechos por la imposibilidad de apelar fallos de segunda instancia 

revocatorios de la absolución. Por último, se expondrán brevemente las conclusiones y 

aportes personales frente al objeto de estudio. 

 

2. El ejercicio del derecho a la defensa en el marco de la impugnación de las 

sentencias. 

Indudablemente, resulta abrumador y genera cierta zozobra, por llamarlo menos, cuando un 

Estado le impide al procesado ejercer un medio de impugnación eficaz frente a su sentencia 

condenatoria, ya que los recursos hacen parte de las garantías mínimas con las que cuenta el 

gobernado para controvertir y refutar las decisiones estatales, pues tal y como se ahondará en 

líneas subsiguientes “un sistema de persecución penal se reconoce cabalmente en lo que se 

llama la fórmula acusatoria, es porque sus paradigmas y categorías responden a la evidencia 

de que las garantías individuales son límite infranqueable a la política criminal de Estado y 

de que las persecuciones penales que las desconocen constituyen verdadero terror de 

                                                           
10 Esta labor toma un significado valioso, entendiendo que “la tarea del constitucionalista debe ser la de 

comparar el Derecho Constitucional codificado con el que efectivamente se aplica, denunciando las 

desviaciones, en caso de darse; pero sin perder de vista la supremacía de la constitución, aun cuando se la 

considere como un algo dinámico y en evolución como consecuencia de los cambios registrados en los usos 

lingüísticos”. (Pegoraro, Lucio. Ibidem).   
11 https://www.ramajudicial.gov.co/ 



Estado”12. Razón por la cual, puede colegirse que el derecho a la defensa, en cada una de sus 

aristas constituye un presupuesto elemental en una verdadera democracia. Siendo necesario 

delimitar su propio contenido y la relación con el derecho a impugnar las sentencias.  

 

2.1.El derecho a la defensa. 

 

Es preciso partir de la premisa que nos permite advertir la importancia del derecho a la 

defensa en toda actuación judicial y administrativa, más aún en materia penal, y dentro de 

este trabajo porque constituye la forma mediante la cual el procesado puede disentir, 

controvertir y presentar oposición frente a las decisiones que afectan sus intereses dentro del 

enjuiciamiento penal, y con ello, se busca equilibrar la balanza en relación con el poder del 

Estado, evitando arbitrariedades.  

Dicho esto, es procedente  mencionar que “el derecho de defensa significa el cumplimiento 

efectivo del principio de legalidad, lo que supone que nadie puede ser sometido a persecución 

penal sino por hechos en principio subsumibles dentro de las disposiciones sustantivas, y el 

principio del juzgamiento por el juez natural (órgano jurisdiccional imparcial e 

independiente, designado de acuerdo con las disposiciones constitucionales y normas 

orgánicas que reglamentan su competencia); así mismo, el derecho a saber de los hechos que 

se atribuyen y a ser oído y a ofrecer y controlar prueba y a no ser obligado a presentar 

constancias de cargo en su propia contra, y al cumplimiento de las diferentes formalidades 

que conforman el proceso penal, todo dentro de plazos razonables y con posibilidad de 

recurrir ante instancias superiores”13.  

Así mismo, de acuerdo con Carnelutii el proceso como una disposición dialéctica, se 

compone de la acción como tesis, la defensa como antítesis y la sentencia como síntesis14. 

Quedando claro que, dentro de la estructura lógica del proceso, la defensa aparece como 

                                                           
12 Calle Calderón, Luis Armando. Acerca de la Reforma Procesal Penal. Una primera aproximación. Medellín: 

Universidad Eafit, (2004), p.10. 
13 Vázquez Rossi, Jorge Eduardo. Derecho procesal penal: los órganos y sujetos procesales, el desarrollo del 

proceso Tomo II. Santa Fe, Argentina: Rubinzal-Culzoni Editores,  página 232. 
14 Carnelutti, Francesco, Cuestiones sobre el proceso penal, Ejea, Buenos Aires, 1961. 



contraposición a la acción del poder estatal. Bajo línea similar sigue Bernal Acevedo15, quien 

aduce que “el derecho de defensa implica el real entendimiento de las consecuencias que el 

binomio acusación –defensa conlleva, con igualdad de oportunidades de alegación, pruebas 

y contradicción, debatiéndose en el seno del proceso en marcha cuantas pretensiones se 

aducen, sin ocultar ningún aspecto de la acusación al conocimiento del afectado y a la 

posibilidad de su impugnación y debate”.  

Lo anterior, tiene plena concordancia con lo ya dicho por Becarria, quien en su más célebre 

obra expresó: “¿quién podrá defenderse de la calumnia, cuando esté ella armada con el más 

poderoso escudo de la tiranía, que es el secreto? ¿Qué clase de gobierno es aquel en que, 

quien gobierna, sospecha en cada uno de sus súbditos un enemigo, y se ve constreñido, en 

bien del público reposo, a quitarle a todo el mundo? ¿Cuáles son los motivos con que se 

justifican las acusaciones y las penas secretas?”16.  

Es por esto que el derecho de defensa es un asunto que nos debe ocupar a todos, siendo 

pertinente resaltar el famoso relato: “Cuando los nazis vinieron a buscar a los comunistas, 

guardé silencio, porque yo no era comunista. Cuando encarcelaron a los socialdemócratas, 

guardé silencio, porque yo no era socialdemócrata. Cuando vinieron a buscar a los 

sindicalistas, no protesté, porque yo no era sindicalista, Cuando vinieron a buscar a los judíos, 

no pronuncié palabra, porque yo no era judío, Cuando finalmente vinieron a buscarme a mí, 

no había nadie más que pudiera protestar.”17 

De igual forma, es procedente indicar que: “toda diferencia entre culpables e inocentes 

desaparece por el medio mismo que se pretende empleado para descubrirla. El argumento 

central en contra de la tortura es claro: la tortura es un medio ilegitimo para obtener la 

verdad”18 Esto debe tenerse presente en toda actuación penal, porque el proceso tiene unas 

etapas y reglas preestablecidas, las cuales deben ser cumplidas y respetadas para que el 

procedimiento se considere válido, es decir, no todo es viable dentro de un proceso para 

                                                           
15 Bernal Acevedo, Gloria Lucia. Manual del sistema acusatorio. Bogotá-Colombia: Grupo Editorial Ibáñez 

(2014), pág. 303.  
16 Beccaria, Cesare. Tratado de los delitos y de las penas.  Manuel Martínez Neira, Universidad Carlos III de 

Madrid. 2015, p 38. 
17 Niemoller, Martin, recitado por Brecht, Bertolt. “Vinieron” Tomado de https://accionmagistral.org/wp-

content/uploads/2012/11/20121122185443_VINIERON-14-18-AOS.pdf. 
18 Agudelo Betancur, Nódier. Cesare Beccaria: De los delitos y las penas. Edición 250 años. Ediciones Nuevo 

Foro, 2015, p 126 -127.  



obtener la verdad, en atención a que la persona investigada no debe mirarse como un objeto 

en contra de quien recae todo el poder del Estado; sino un sujeto de derecho que se encuentra 

vinculado a un proceso penal con el cumplimiento de todas las garantías del ser humano. De 

nada sirve, en términos de legalidad y justicia, obtener una confesión o una sentencia 

condenatoria si se ha vulnerado el derecho de defensa y el debido proceso.  

Por lo tanto, es nuestro deber honrar y enaltecer las ideas esbozadas por los defensores de la 

dignidad, de la defensa y de la justicia19, quienes plantearon que el ser humano tiene 

derechos, los cuales a su vez, se convierten en límites al ejercicio del poder del Estado. Es 

entonces, de suma importancia que la defensa dentro del proceso penal sea respetada, porque 

es de aquellos derechos que no debe ser excepcionado, toda vez que, por  más complejo que 

sea un caso, por más atroz que sea el crimen, no es plausible, justo ni adecuado, limitar al 

procesado de las garantías que componen el derecho de defensa (ser escuchado por un 

abogado, ser informado de los hechos y cargos por los cuales se le acusa, tiempo razonable 

para preparar la defensa, promover recursos, entre muchas más).  

El derecho de defensa ha sido una victoria que la humanidad ha alcanzado a lo largo de su 

historia, y es por ello que vale la pena reiterar, que no debemos olvidar su importancia dentro 

del proceso penal, y mucho menos permitir, ni patrocinar su limitación. Recuérdese el caso 

de Damiens a quien por causar una leve herida a Luis XV, lo condenaron a muerte, previo a 

ser sometido a una serie de vejámenes20, sin la posibilidad de defenderse, aportar pruebas, ni 

impugnar la decisión. Al igual que en el caso de Joseph K, quien en la clásica novela “El 

Proceso”21, es sometido a un proceso oscuro, secreto e inquisitivo sin la posibilidad de 

defensa alguna.   

La excepción del derecho de defensa dentro de un trámite procesal no es negociable, puesto 

que si la sociedad y los operadores jurídicos permiten su limitación con fundamento en la 

dificultad del caso, la gravedad del delito y  la impunidad, sería un retroceso en materia de 

derechos y garantías que han sido reconocidas dentro del Estado constitucional y democrático 

                                                           
19 Destacando la labor de Becarria, J. S. Mill, Kant,  Voltaire, Montesquieu, Alexis de Tocqueville, entre otros  
20 Para leer con mayor detalle la serie de actos abusivos y degradantes ocasionados a Damiens “un 

desequilibrado mental que fue sentenciado en marzo de 1957 por haber herido levemente a Luis XV”, puede 

consultarse Agudelo Betancur, Nódier. Cesare Beccaria: De los delitos y las penas. Edición 250 años. Ediciones 

Nuevo Foro, 2015, p 17-20. 
21Kafka, Franz. El proceso. Prólogo de Néstor Arbito Chica, Literatura y Justicia, Quito, Ecuador. 2014.  



de Derecho, pero sobre todo,  se afectaría un elemento estructural del proceso penal, dado 

que  el derecho de defensa, es connatural a este.  

Esta reflexión encuentra respaldo en la idea de que “el derecho de defensa es un derecho 

fundamental reconocido constitucionalmente y en los textos de derechos humanos, el cual 

debe salvaguardarse en cualquier procedimiento jurisdiccional”22. “Es parte del debido 

proceso y requisito esencial de validez del mismo. Consiste en la posibilidad jurídica y 

material de ejercer la defensa de los derechos e intereses de la persona, en juicio y ante las 

autoridades, de manera que se asegure la realización efectiva de los principios de igualdad 

de las partes y de contradicción”23. Así mismo, “constituye un derecho ilimitado por ser un 

derecho fundamental absoluto”24.  

La importancia y naturaleza del derecho de defensa radica en la Declaración Universal de  

Derechos Humanos25, teniendo en cuenta que allí se consignaron derechos universales, 

permanentes y obligatorios para el trato de todo ser humano26. Los cuales han sido 

incorporados y desarrollados con el paso del tiempo dentro de los diferentes ordenamientos 

jurídicos de cada Estado.  

Siguiendo a Robert Alexy la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH) es 

considerada una norma iusfundamental al tener posición en la cúspide de la estructura 

                                                           
22 Moreno Catena, Víctor, “Sobre el derecho de defensa”, Teoría & Derecho Revista de Pensamiento Jurídico, 

El Derecho de defensa, Valencia, num 8, 2017, p. 17. Citado por Cruz Barney, Óscar. “Defensa a la Defensa y 

Abogacía en México”, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas. 

México, 2015, p 3.  
23 Cruz Barney, Óscar. “Defensa a la Defensa y Abogacía en México”, Universidad Nacional Autónoma de 

México, Instituto de Investigaciones Jurídicas. México, 2015, p 3.  
24 Seco Villalba, José Armando. El Derecho de defensa. La garantía constitucional de la defensa en el juicio, 

primer premio otorgado por la Asociación de Abogados de Buenos Aires, Buenos Aires, Depalma, 1947, p38. 

Citado por Cruz Barney, Óscar. “Defensa a la Defensa y Abogacía en México”, Universidad Nacional 

Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas. México, 2015, p 3.   
25 Adoptada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 217 A (III), de 10 

de diciembre de 1948. 
26 “Artículo 8 Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que 

la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley. 

Artículo 9 Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado. Artículo 10 Toda persona tiene 

derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente 

e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación 

contra ella en materia penal. Artículo 11 - 1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su 

inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan 

asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. - 2. Nadie será condenado por actos u omisiones que 

en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se 

impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.”.  



escalonada del orden jurídico, en tanto, es directamente vinculante para el conjunto de 

normativo27.  Recuérdese que de acuerdo al artículo 93 de la Constitución Política y la 

interpretación de la Corte Constitucional28, dicha norma hace parte del ordenamiento jurídico 

interno, con estatus constitucional.  

Por otro lado, en nuestro ordenamiento jurídico, el derecho a la defensa encuentra 

consagración en el artículo 29 de la Constitución Política29, y en el 8º del Código de 

Procedimiento Penal30. Detallando cada uno de los elementos estructurales que lo componen.  

                                                           
27 Alexy, Robert. Teoría de los Derechos Fundamentales, Colección “El Derecho y la Justicia” Centro de 

Estudios Constitucionales, Madrid, 1993, p 502-503.  
28 Corte Constitucional de Colombia, Sentencias C-225 de 1992, C-358 de 1997, C-191 de 1998, C-582 de 

1999, T-1319 de 2001, C-010 de 2000.  
29 “ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal 

competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la 

restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado 

tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación 

y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir 

las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el 

mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.”.  

Tomado de http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991.html. 
30 “ARTÍCULO 8o. DEFENSA. <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> En desarrollo de la 

actuación, una vez adquirida la condición de imputado, este tendrá derecho, en plena igualdad respecto del 

órgano de persecución penal, en lo que aplica a: 

 

a) No ser obligado a declarar en contra de sí mismo ni en contra de su cónyuge, compañero permanente o 

parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad; 

 

b) <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> No autoincriminarse ni incriminar a su cónyuge, 

compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad; 

 

c) No se utilice el silencio en su contra; 

 

d) No se utilice en su contra el contenido de las conversaciones tendientes a lograr un acuerdo para la 

declaración de responsabilidad en cualquiera de sus formas o de un método alternativo de solución de conflictos, 

si no llegaren a perfeccionarse; 

 

e) Ser oído, asistido y representado por un abogado de confianza o nombrado por el Estado; 

 

f) Ser asistido gratuitamente por un traductor debidamente acreditado o reconocido por el juez, en el caso de no 

poder entender o expresarse en el idioma oficial; o de un intérprete en el evento de no poder percibir el idioma 

por los órganos de los sentidos o hacerse entender oralmente. Lo anterior no obsta para que pueda estar 

acompañado por uno designado por él; 

 

g) Tener comunicación privada con su defensor antes de comparecer frente a las autoridades; 

 



El derecho de defensa como una garantía procesal se encuentra íntimamente ligada con la 

noción de debido proceso, tanto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

(CADH) artículo 8 como en la Jurisprudencia de la Corte. 

Para la CIDH, el debido proceso, abarca las “condiciones que deben cumplirse para asegurar 

la adecuada defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración 

judicial”; a efectos de “que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus 

derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos”; constituyendo un 

límite infranqueable a la discrecionalidad del poder público, en cualquier materia.31 

Respecto a la relación que ocupa el derecho de defensa con el debido proceso, debe señalarse 

que “El derecho de defensa procesal como lo señala la Corte IDH, más que una garantía del 

debido proceso, diríamos, es la garantía del debido proceso por excelencia. No hablamos aquí 

de una simple denominación o conceptualización teórica o metateórica, se trata más bien del 

ejercicio efectivo de las garantías del individuo sindicado por el Estado como presunto 

infractor del orden legal establecido, con todas las consecuencias que desde el punto de vista 

de la estigmatización, segregación social y afectación pueden sufrir el individuo en sus 

esferas personal, individual, social, económica y psicológica”.32 

                                                           
h) Conocer los cargos que le sean imputados, expresados en términos que sean comprensibles, con indicación 

expresa de las circunstancias conocidas de modo, tiempo y lugar que los fundamentan; 

 

i) Disponer de tiempo razonable y de medios adecuados para la preparación de la defensa. De manera 

excepcional podrá solicitar las prórrogas debidamente justificadas y necesarias para la celebración de las 

audiencias a las que deba comparecer; 

 

j) Solicitar, conocer y controvertir las pruebas; 

 

k) Tener un juicio público, oral, contradictorio, concentrado, imparcial, con inmediación de las pruebas y sin 

dilaciones injustificadas, en el cual pueda, si así lo desea, por sí mismo o por conducto de su defensor, interrogar 

en audiencia a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia, de ser necesario aun por medios coercitivos, 

de testigos o peritos que puedan arrojar luz sobre los hechos objeto del debate; 

 

l) Renunciar a los derechos contemplados en los literales b) y k) siempre y cuando se trate de una manifestación 

libre, consciente, voluntaria y debidamente informada. En estos eventos requerirá siempre el asesoramiento de 

su abogado defensor.”.  

Tomado de http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004.html 

 
31 Montero Diana / Salazar Alonso. Derecho de defensa en la jurisprudencia de la corte interamericana de 

derechos humanos. Tomado de http://www.corteidh.or.cr/tablas/r32676.pdf.  
32 Montero Diana / Salazar Alonso. Ibidem.  

http://www.corteidh.or.cr/tablas/r32676.pdf


Acerca del lugar que ocupa el derecho a la defensa en el debido proceso, Fierro Méndez33 

expone que puede ser subordinado (subdivisión) del debido proceso o como forma a través 

del cual se hace efectivo el debido proceso34 . 

La tesis que acogemos en este escrito es que el debido proceso es un derecho, que contiene 

una serie de garantías, (legalidad, juez natural, favorabilidad en materia penal, presunción de 

inocencia y el derecho de defensa35). A su vez, al ubicarnos en la garantía a la defensa, esta 

a su vez, está compuesta por una serie de elementos como: el derecho de asistencia de un 

abogado, el derecho a un debido proceso sin dilaciones injustificadas, el derecho a presentar 

y a controvertir pruebas, el derecho a impugnar la sentencia condenatoria y el derecho a no 

ser juzgado dos veces por el mismo hecho (non bis in ídem)36que constituyen el derecho de 

defensa37.  

Adicionalmente, concordamos con la clasificación que realiza Jauchen respecto a las 

garantías que componen el derecho de defensa: derecho al silencio, derecho a la 

independencia e imparcialidad del Tribunal, derecho a ser oído, todo detenido debe ser 

llevado sin demoras ante el juez, privación de la libertad como excepción, prohibición de 

toda especie de tormentos, derecho a trato humanitario durante la privación de la libertad, el 

imputado detenido debe estar separado de los condenados, derecho a ser juzgado dentro de 

un plazo razonable, derecho a un juicio público, derecho a la exclusión de la prensa en 

cuestiones privadas, información previa y detallada de la acusación, prohibición de doble 

juzgamiento, la confesión es válida solo cuando es libre y voluntaria, derecho a un abogado 

                                                           
33 Fierro Méndez, Heliodoro. La nulidad del proceso penal por violación a principios y garantías. Bogotá: 

Ediciones Doctrina y Ley Ltda., (2012), páginas 342-343. 
34 Para explicar el primer concepto cita la decisión C-592 de 1993 de la Corte Constitucional, indicándose que 

el derecho a la defensa es una modalidad específica del debido proceso, “en la que se establecen las principales 

reglas de carácter constitucional que en todo caso debe regir la materia del proceso penal”. Mientras que, en 

el segundo punto, cita la sentencia T-039 de 1996 del Máximo estamento Constitucional, concluyendo que 

derecho a la defensa y debido proceso son principios en donde uno no subordina al otro, sino que el uno fija los 

derechos (debido proceso) y el otro (derecho de defensa), la manera como se hace realidad o controlan la no 

vulneración de esos derechos 
35 Ver al respecto la Sentencia T-572 del 26 de octubre de 1992 (M.P. Jaime Sanín Greiffenstein). 
36 Corte Constitucional. Sentencia T-474 de 1992. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz y Alejandro Martínez 

Caballero. 
37 Ver: Salmón, Elizabeth / Blanco Cristina, El derecho al debido proceso en la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. Instituto de Democracia y Derechos Humanos de la Pontificia 

Universidad Católica del Perú. 2012, p 24.  



defensor, derecho a la aplicación de la ley más benigna, derecho a recurrir el fallo ante un 

tribunal superior y derecho de interrogar a los testigos y peritos.38 

La postura asumida en el trabajo encuentra igualmente concordancia con Bernal Acevedo, 

quien afirma que “el derecho de defensa posee una jerarquía constitucional cuyo 

reconocimiento pertenece a la esencia de la declaración de que Colombia es un Estado social 

y democrático de derecho, y forma parte del concepto del debido proceso que consagra el 

artículo 29 de la Constitucional nacional. Quien sea sindicado/a tiene derecho a la defensa y 

a la asistencia de un abogado escogido por él (ella), o de oficio, durante la investigación y el 

juzgamiento”39. En consecuencia, esta posición se adecúa a los postulados constitucionales 

del artículo 29 superior, por cuanto de la interpretación que hace este autor, se desprende que 

el debido proceso es una prerrogativa macro y general, que a su vez está compuesta por 

subprincipios o aristas que deben cumplirse una a una dentro de toda actuación procesal para 

materializarse un trámite legal y justo. Y dentro de estos elementos, encontramos el derecho 

a la defensa, como parte integrante del debido proceso, no siendo viable desligar el uno del 

otro, ni abordarlos desde orillas separadas; porque están íntimamente relacionados como 

garantía inherente a todo procedimiento. Al limitarse el ejercicio adecuado del derecho de 

defensa, indudablemente se afecta el debido proceso. 

Al dejar sentado lo anterior, resulta ineludible delimitar la distinción entre derecho y garantía, 

por ello, diremos que “los Derechos son las prerrogativas y facultades otorgadas al individuo, 

adjudicándoles atribuciones derivadas de los principios del valor justicia. Los derechos son 

otorgados al hombre en reconocimiento y protección de su propia condición humana. Las 

garantías son instituciones o instrumentaciones que precisamente tienen como fin la tutela y 

aseguramiento para que el individuo pueda gozar y ejercer efectivamente los derechos que 

se le confieren. Los Derechos pueden ser ejercidos erga omnes, esto es, frente a los demás 

individuos y frente al Estado. En cambio, las garantías solo pueden ser invocadas frente al 

Estado40.  

                                                           
38 Jauchen, Eduardo M, Derechos del Imputado, 1ª ed, Rubinzal- Culzoni Editores, Santa Fe,  Argentina, 2005.  
39 Bernal Acevedo, Gloria Lucia. Ibidem, pág. 108.  
40 Jauchen, Eduardo M, Derechos del Imputado, 1ª ed, Rubinzal- Culzoni Editores, Santa Fe, Argentina, 2005, 

p78.  



Por todo esto, podemos afirmar que el derecho a la defensa y las demás garantías que 

componen el debido proceso, están hechas para que el ciudadano se defienda del poder del 

Estado y se eviten actuaciones arbitrarias e injustas. Pues como ya se ha expresado, quien 

está siendo procesado penalmente tiene unos derechos mínimos establecidos de antaño, 

consagrados en los instrumentos internacionales y en la Constitución Política, dentro de los 

cuales, y para los fines de este trabajo, precisamente se enfatizará en el derecho de defensa, 

porque le permite al procesado controvertir, expresar sus inconformidades y debatir las 

decisiones tomadas al interior del trámite procesal.  

2.2.Derecho a la impugnación 

Ahora bien, vemos como lo descrito anteriormente, guarda una importante relación con el 

derecho a la impugnación, pues una de las formas de materializar el derecho de defensa es 

justamente a través del ejercicio del derecho a la impugnación, este se ha definido como el 

que “permite ejercer el derecho a disentir de las decisiones judiciales que durante el proceso 

se emitan en las audiencias”41. De acuerdo con el diccionario de la Real Academia de la 

Lengua Española (RAE) impugnar significa: “1. tr. Combatir, contradecir, refutar. - 2. tr. 

Interponer un recurso contra una resolución judicial”. Dentro del proceso penal esto se 

traduce en la facultad de las partes a presentar oposición frente a las decisiones tomadas en 

la actuación, dictadas a través de autos y sentencias, y la oposición se ejerce ordinariamente 

mediante los recursos de reposición, apelación y queja. La procedencia de cada uno 

dependerá de la importancia de la providencia y de lo reglamentado en nuestro Código de 

Procedimiento Penal. Habida cuenta que no es lo mismo un auto de sustanciación que fija 

fecha de audiencia, al auto interlocutorio que niega el decreto de una prueba o la sentencia 

que pone fin al proceso. La normatividad señalada, en concordancia con el desarrollo 

jurisprudencial consagran los recursos que proceden frente a las distintas decisiones emitidas 

y los efectos en que se concede (suspensivo, diferido o devolutivo).   

En términos de Ferrajoli: “Para que la contienda se desarrolle lealmente y con igualdad de 

armas, es necesaria, por otro lado, la perfecta igualdad de las partes: en primer lugar, que la 

defensa esté dotada de la misma capacidad y de los mismos poderes que la acusación; en 

                                                           
41 Bernal Acevedo, Gloria Lucia. Ibidem, pág. 116. 



segundo lugar, que se admita su papel contradictor en todo momento y grado del 

procedimiento y en relación con cualquier acto”42. 

Por su parte, en el caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú, la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos expresó: “el derecho de toda persona a un recurso sencillo y rápido o a 

cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes que la ampare contra 

actos que violen sus derechos fundamentales, constituye uno de los pilares básicos, no sólo 

de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una sociedad 

democrática en el sentido de la Convención. (…) La Corte ha manifestado que la inexistencia 

de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos reconocidos por la Convención 

constituye una transgresión de la misma por el Estado Parte en el cual semejante situación 

tenga lugar”43. Bajo esos estándares, los Estados miembros de la Convención, tienen el deber 

de establecer normativamente y de asegurar la adecuada aplicación de recursos efectivos 

como garantía del derecho de defensa ante las autoridades públicas, que amparen a todas las 

personas contra actos que soslayen sus derechos fundamentales.  

Adicionalmente, debemos destacar que “Una característica esencial del derecho a la 

impugnación, de su naturaleza, es que éste ha sido consagrado tanto en la Constitución como 

en los tratados internacionales en forma de derecho subjetivo que hace parte del núcleo básico 

del derecho de defensa y que está en cabeza de las personas que han sido condenadas en un 

proceso penal por primera ocasión. Esa connotación de derecho subjetivo, Constitucional y 

convencionalmente protegido implica que el legislador no puede ir en contra de lo formulado 

por los textos constitucionales. En otras palabras, el hecho de ser un derecho subjetivo explica 

la diferencia con aquellas disposiciones constitucionales (principios) que no consagran una 

facultad del sujeto para exigir al Estado cierta conducta, sino orientaciones generales que 

deben cumplirse en la mayor medida posible pero que no tienen carácter absoluto”44. Lo que 

                                                           
42 Ferrajoli, Luigi. Derecho y Razón, teoría del garantismo penal, prólogo de Norberto Bobbio. Editorial Trotta, 

traducción de Perfecto Andrés Ibáñez y otros. Madrid, 1995, p 614. 
43 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú, Sentencia de 30 de 

mayo de 1999 (Fondo, Reparaciones y Costas). 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_52_esp.pdf 
44 Botero Londoño Estefanía / Molina Franco Lina Marcela. El derecho fundamental a la impugnación: ¿un 

desconocimiento de normas internacionales en el ordenamiento jurídico colombiano? Trabajo de grado 

presentado como requisito parcial para optar por el título de Abogadas, Universidad EAFIT, Medellín, 2016, p 

19.  



devela su importancia para provocar una revisión total o parcial de las decisiones, y por ello, 

constituye además, un valor necesario de los Estados constitucionales de Derecho, que la 

autoridad que emitió la decisión o su superior, pueda reconocer errores y enmendarlos 

mediante la facultad de subsanar omisiones y regularizar el procedimiento, en procura de la 

justicia. 

Igualmente, Vásquez Rossi señala que “las decisiones o resoluciones del órgano 

jurisdiccional pueden ser objeto de cuestionamientos por las partes conforme a 

procedimientos disciplinados por la legislación procesal. Esa materia ha sido denominada 

como impugnaciones, medios impugnativos o, tradicionalmente, recursos, a los que también 

se ha dado la denominación de remedios” 45.  Por su parte, Clarià Olmedo sostiene que las 

partes hacen valer el importante poder de impugnación concedido en la ley procesal, cuando 

dirigen su actividad en procura de la corrección o eliminación jurisdiccional del posible 

defecto o injusticia del acto jurídico46. Estas afirmaciones son relevantes para el tema de 

estudio, ya que en tratándose de la función jurisdiccional, quienes ejercen la labor de 

administrar justicia en últimas son seres humanos, falibles y sobretodo con la posibilidad de 

incurrir en errores. Es por ello que resulta necesario e indispensable implementar la 

oportunidad de un nuevo análisis del caso por parte de otro funcionario judicial, 

preferiblemente de mayor jerarquía, que revise los fundamentos fácticos, probatorios y 

jurídicos de la decisión. Con mayor razón en materia penal, ya que la trascendencia de una 

decisión errada, en la mayoría de los casos, conlleva a soslayar la preciada libertad y dignidad 

del individuo. En últimas, es necesario desde el punto de vista ontológico, racional y humano, 

que, frente a una decisión de gran trascendencia como una sentencia condenatoria, el 

procesado tenga la posibilidad de impugnar esa decisión, pues el juez que lo condenó pudo 

haber cometido un error en el análisis del caso concreto. Y en caso de haber tomado una 

decisión acertada, así lo confirmará la segunda instancia. 

Sin embargo, el derecho a la impugnación no debe confundirse con el principio de doble 

instancia. Fierro Méndez hace un aporte relevante al respecto “Si bien la doble instancia es 

requisito indispensable del debido proceso tanto en materia penal (C.P., art.29) como en la 

                                                           
45 Vázquez Rossi, Jorge Eduardo. Ibidem, p 495. 
46 Clariá Olmedo, Jorge A. Tratado de Derecho procesal Penal, Tomo I. Argentina: Rubinzal-Culzoni Editores, 

2008. p 435 y ss. 



esfera de la tutela (C.P. art.86), fuera de esos ámbitos la doble instancia no pertenece al núcleo 

esencial del debido proceso, ni la supresión de la segunda instancia es de suyo una negación 

del derecho de acceso a la justicia (…) De aquí que la Constitución le confiere al legislador 

un amplio margen de configuración para establecer excepciones a la doble instancia, siempre 

que se respeten los derechos fundamentales. Al respecto ha dicho la Corte que un proceso de 

única instancia no viola el debido proceso, si, a pesar de la eliminación de la posibilidad de 

impugnar la sentencia, las partes cuenten con una regulación que les asegure los derechos de 

defensa, de contradicción y de acceso a la administración de justicia este respecto, en la 

sentencia C-103 de 2005 la Corte reiteró los criterios que deben ser respetados por el 

Legislador para que su decisión de suprimir la segunda instancia no contraríe la Carta Política 

así: 

a) La exclusión de la doble instancia debe ser excepcional 

b) Deben existir otros recursos, acciones u oportunidades procesales que garanticen 

adecuadamente el derecho de defensa y el derecho de acceso a la administración de 

justicia de quienes se ven afectados por lo actuado o por lo decidido en procesos de 

única instancia 

c) La exclusión de la doble instancia debe propender por el logro de una finalidad 

constitucionalmente legitima 

d) La exclusión no puede dar lugar a discriminación”47 .  

 

Estos planteamientos resultan sin duda oportunos para el objeto de estudio abordado en este 

trabajo, dado que es importante conocer los requisitos demarcados por la Corte 

Constitucional y que debe seguir el legislador en caso de pretender suprimir la segunda 

instancia de un trámite procesal. Lo que en últimas se traduce en límites a la actividad 

legislativa y mayores garantías de defensa e impugnación para los ciudadanos, pues a 

cualquier proceso no se le podrá limitar la doble instancia, sino se cumplen los parámetros 

reseñados por la alta Corporación. 

                                                           
47 Fierro Méndez, Heliodoro. La nulidad del proceso penal por violación a principios y garantías. Bogotá: 

Ediciones Doctrina y Ley, (2012),  p 847-848. 



En ese orden de ideas, es plausible sostener que de acuerdo a los artículos 29, 31 y 86 de la 

Constitución Política se consagra en Colombia el principio a la doble instancia, el cual, como 

ya se advirtió, no tiene un carácter absoluto en el sentido que toda sentencia necesariamente 

deba tener la posibilidad de ser apelada. Más aún, cuando el artículo 31 de la Constitución 

faculta al legislador para introducir las excepciones que considere procedentes a dicho 

principio. No obstante, esto no significa que el legislador se encuentre en completa libertad 

de excluir el derecho de impugnación para cualquier tipo de proceso, porque tal y como ya 

se mencionó en líneas anteriores, el Congreso debe respetar unos parámetros mínimos al 

momento de decidir si cierta actuación procesal estará o no sujeta a impugnación.   

Respecto a este tema, vale la pena citar la sentencia C-792 de 2014 “mientras la impugnación 

es un derecho subjetivo de rango y jerarquía constitucional en cabeza de las personas 

condenadas en un juicio penal, la doble instancia constituye una garantía que hace parte del 

debido proceso, y que puede ser alegada por cualquiera de los sujetos procesales; esta 

diferenciación tiene una repercusión importante, puesto que la Corte ha entendido que la 

doble instancia, por tener la condición de un principio general, puede ser exceptuado por vía 

legislativa; y como la impugnación no solo es un principio sino un derecho que hace parte 

integral del debido proceso, las excepciones al mismo se encuentran limitadas”. 

La distinción realizada por la Corte Constitucional es útil, debido a que la impugnación y la 

doble instancia son  comúnmente  asimilables, se usan indistintamente, y hasta permitirían 

llevar a equívocos y estructurar argumentos sofísticos, como es el caso de aquellos que 

indican que como la sentencia condenatoria revocatoria de la absolución se dio en segunda 

instancia, entonces ya se garantizó la doble instancia porque dos jueces conocieron el 

proceso, y el asunto no se debatió solamente ante una autoridad judicial. Lo cual no es cierto, 

porque la garantía está consagrada para que todo fallo condenatorio emitido por primera vez 

pueda ser revisado en su integridad por otra instancia superior a quien lo dictó. Sin importar 

que ese primer fallo condenatorio lo haya emitido la primera instancia, la segunda o en sede 

de casación, pues como es el primer fallo condenatorio emitido dentro del proceso, el acusado 

tiene derecho a impugnarlo.   

 



Se reitera la necesidad de distinguir entre impugnación en materia penal y doble instancia, 

como quiera que el primer concepto, según la sentencia C-792 de 2014, es de estirpe 

fundamental y es un derecho pleno en el ámbito penal, en cambio, la doble instancia a nivel 

genérico puede ser regulada y en ocasiones excepcionada por el legislador, como derecho 

que no es absoluto. Véase como el fallo absolutorio emitido en primera instancia en favor del 

procesado puede ser revocado en segunda instancia, en este caso, el proceso se surtió en doble 

instancia, pero al procesado no se le ha activado esa posibilidad porque él no apeló la primera 

decisión, es decir, el procesado no ha hecho uso de la doble instancia, y mucho menos se le 

ha garantizado la impugnación de su primer fallo condenatorio.  

Resulta apenas obvio que una providencia penal no puede asimilarse a un proceso civil de 

mínima cuantía, pues el objeto debatido y los bienes jurídicos que se ponen en peligro son 

de categoría sustancialmente diversos. Por un lado, si en el proceso civil de mínima cuantía 

el juez indica por ejemplo que, Carlos sí le debe $100.000 pesos a Fernando, es posible 

sostener que por la trascendencia e importancia del asunto cada uno sale de la audiencia y si 

bien uno de ellos resultó vencido, lo cierto es que, en términos generales dicha declaración 

no afectaría su proyecto de vida, su libertad, su mínimo vital, vida familiar, trabajo ni salud. 

En cambio, en materia penal, como el principio constitucional que se encuentra en disputa es 

la libertad del procesado, es claro que una decisión que afecte tal prerrogativa necesariamente 

deberá tener la aptitud de ser impugnada.  

Podría pensarse que, el legislador es respetuoso de cada uno de los problemas jurídicos que 

se suscitan en el tráfico jurídico y pretende porque todos se resuelvan de forma adecuada, sin 

embargo, es consciente que algunos asuntos tienen una relevancia mayor a otros, debido a la 

entidad de bienes jurídicos que se pueden ver afectados. Razón por la cual, no es lo mismo 

hablar del cobro de una letra de cambio por una deuda de $100.000 pesos, a un proceso penal. 

En ese orden de ideas, en el primero de los casos se establece un procedimiento sumario y 

breve para solucionar el asunto, limitándose el derecho a impugnar la decisión porque es un 

tema que no genera mayores afectaciones a quien resulte vencido, y en términos generales se 

podría afirmar que, la complejidad del asunto no es tan alta, como sí lo es establecer la 

responsabilidad penal de una persona. Por lo tanto, el legislador pretende que la 

administración de justicia solucione de forma ágil los asuntos denominados más simples o 



“casos fáciles” en palabras de Hart48, mientras que los temas más complejos, “casos 

difíciles”, se les garantice la posibilidad de una nueva revisión por una autoridad superior de 

quien emitió la decisión.  

Finalmente, si la exclusión de la doble instancia debe propender por el logro de una finalidad 

constitucionalmente legitima, este tópico no se cumple en materia penal, pues ninguna 

finalidad constitucionalmente legítima se salvaguarda o materializa al impedírsele al 

procesado que impugne la primera sentencia condenatoria. Por el contrario, se sacrifica el 

derecho a la defensa y el debido proceso. 

3. El derecho a impugnar la sentencia condenatoria  

 

El punto de partida que permite la impugnación de la sentencia condenatoria se encuentra en 

la Convención Americana de Derechos Humanos (art.8.2h), Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos (Art.14.5), Constitución Política de Colombia (Art. 29) y Código de 

Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004, Articulo 20).   

Adicionalmente  en el caso Herrera Ulloa vs Costa Rica en el 2004 La Corte Interamericana 

de Derechos Humanos se pronunció sobre la conformidad de los juicios penales, 

estableciendo que “De acuerdo al objeto y fin de la Convención Americana, cual es la eficaz 

protección de los derechos humanos, se debe entender que el recurso que contempla el artículo 8.2.h. 

de dicho tratado debe ser un recurso ordinario eficaz mediante el cual un juez o tribunal superior 

procure la corrección de decisiones jurisdiccionales contrarias al derecho. Si bien los Estados tienen 

un margen de apreciación para regular el ejercicio de ese recurso, no pueden establecer restricciones 

o requisitos que infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir del fallo. Al respecto, la Corte ha 

establecido que “no basta con la existencia formal de los recursos, sino que éstos deben ser eficaces”, 

es decir, deben dar resultados o respuestas al fin para el cual fueron concebidos (…) 163. El juez o 

tribunal superior encargado de resolver el recurso interpuesto contra la sentencia penal tiene el deber 

especial de protección de las garantías judiciales y el debido proceso a todas las partes que intervienen 

en el proceso penal de conformidad con los principios que lo rigen. 164. La posibilidad de “recurrir 

del fallo” debe ser accesible, sin requerir mayores complejidades que tornen ilusorio este derecho. 

165. Independientemente de la denominación que se le dé al recurso existente para recurrir un fallo, 
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lo importante es que dicho recurso garantice un examen integral de la decisión recurrida. (…) 167. 

En el presente caso, los recursos de casación presentados contra la sentencia condenatoria de 12 de 

noviembre de 1999 no satisficieron el requisito de ser un recurso amplio de manera tal que permitiera 

que el tribunal superior realizara un análisis o examen comprensivo e integral de todas las cuestiones 

debatidas y analizadas en el tribunal inferior. Esta situación conlleva a que los recursos de casación 

interpuestos por los señores Fernán Vargas Rohrmoser y Mauricio Herrera Ulloa, y por el defensor 

de este último y apoderado especial del periódico “La Nación”, respectivamente (supra párr. 95. w), 

contra la sentencia condenatoria, no satisficieron los requisitos del artículo 8.2 h. de la Convención 

Americana en cuanto no permitieron un examen integral sino limitado. 168. Por todo lo expuesto, la 

Corte declara que el Estado violó el artículo 8.2.h. de la Convención Americana en relación con los 

artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, en perjuicio del señor Mauricio Herrera Ulloa”. 

Así mismo, en la decisión proferida el 23 de noviembre de 2012, en el caso Mohamed vs 

Argentina, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, manifestó: “Los Estados tienen la 

responsabilidad de consagrar normativamente y de asegurar la debida aplicación de los 

recursos efectivos y las garantías del debido proceso legal ante las autoridades competentes, 

que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus derechos 

fundamentales o que conlleven a la determinación de los derechos y obligaciones de 

estas.(…) 91. El artículo 8.2 de la Convención contempla la protección de garantías mínimas 

a favor de “[t]oda persona inculpada de delito”. En el último inciso en que expone esas 

garantías, cual es el h), protege el “derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior”. 

La Corte entiende que el artículo 8.2 se refiere, en términos generales, a las garantías mínimas 

de una persona que es sometida a una investigación y proceso penal. Esas garantías mínimas 

deben ser protegidas dentro del contexto de las distintas etapas del proceso penal, que abarca 

la investigación, acusación, juzgamiento y condena. 92. Teniendo en cuenta que las garantías 

judiciales buscan que quien esté incurso en un proceso no sea sometido a decisiones 

arbitrarias, la Corte interpreta que el derecho a recurrir del fallo no podría ser efectivo si no 

se garantiza respecto de todo aquél que es condenado, ya que la condena es la manifestación 

del ejercicio del poder punitivo del Estado84. Resulta contrario al propósito de ese derecho 

específico que no sea garantizado frente a quien es condenado mediante una sentencia que 

revoca una decisión absolutoria. Interpretar lo contrario, implicaría dejar al condenado 

desprovisto de un recurso contra la condena. Se trata de una garantía del individuo frente al 



Estado y no solamente una guía que orienta el diseño de los sistemas de impugnación en los 

ordenamientos jurídicos de los Estados Parte de la Convención. 93”. 

De igual manera, en cuanto a la impugnación de la segunda instancia en sentencias 

condenatorias, es menester citar el análisis efectuado por la Corte Constitucional en la 

sentencia C-792 de 2014, teniendo en cuenta que “la Corte fijó dos reglas: En primer lugar, 

la regla según la cual existe un derecho a controvertir el primer fallo condenatorio que se 

dicta en un proceso penal. Este derecho comprende, por un lado, la facultad para atacar el 

único fallo incriminatorio que se dicta en juicios penales de única instancia, y por otro, la 

facultad para impugnar las sentencias que revocan un fallo absolutorio de primera instancia 

e imponen por primera vez una condena en la segunda, en los juicios de doble instancia. Esta 

regla tiene el siguiente fundamento: (i) los artículos 29 de la Carta Política, 8.2.h de la CADH 

y 14.5 del PIDCP consagran el derecho a impugnar las sentencias condenatorias, sin limitar 

este derecho a los fallos de primera instancia; (ii) la facultad para impugnar los fallos 

condenatorios tiene por objeto garantizar el derecho de defensa de las personas que han sido 

sancionadas en un proceso penal, y esta defensa sólo se puede materializar si existe la 

posibilidad de controvertir la primera sentencia condenatoria que se dicta en un proceso 

penal;  (iii) la facultad de impugnación tiene por objeto asegurar que las condenas sean 

impuestas correctamente, mediante la exigencia de la doble conformidad judicial, y esta 

última sólo se configura cuando en los juicios de única instancia, el fallo correspondiente 

puede ser controvertido, y cuando en los juicios de doble instancia, la providencia de segundo 

grado  que impone por primera vez una condena, puede ser recurrida; (iv) la facultad para 

atacar estos fallos no afecta la garantía de la doble instancia, porque ésta únicamente exige 

que una misma controversia jurídica sea sometida a dos operadores jurídicos distintos, de 

distinta jerarquía, y este requerimiento no se anula por el hecho de que se controvierta la 

sentencia de segunda instancia, o la sentencia de única instancia; (iv) de entenderse que el 

derecho a la impugnación recae únicamente sobre la sentencias que se dictan en la primera 

instancia, se subsumiría este derecho en la garantía de la doble instancia y se anularían los 

efectos de los artículos 29 de la Carta Política, 8.2.h de la CADH y 14.5 del PIDCP; (v) la 

interpretación según la cual el derecho a la impugnación comprende la facultad para 

controvertir los fallos que imponen por primera vez una condena es consistente con el que 



impera en la comunidad jurídica, y en particular, con la interpretación acogida por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos y por el Comité de Derechos Humanos.”  

La segunda regla desarrollada en esta decisión constitucional, plantea que el sistema de 

recursos configurado por el legislador debe garantizar una serie de estándares para 

materializar el derecho a la impugnación, tales como: (i) el juez debe tener amplitud para 

revisar de forma integral los aspectos fácticos, jurídicos y probatorios determinantes de la 

condena; (ii) el estudio del juez debe recaer en primer término sobre el debate de base que 

originó la controversia judicial, y solo secundariamente, sobre el fallo judicial como tal; (iii) 

debe darse la posibilidad de realizar un estudio abierto de la providencia recurrida, de modo 

tal, que esta pueda revocarse cuando el examen completo e integral del asunto lleve a concluir 

que no hay lugar a la imposición de la condena, y no solo una revisión de la decisión a la luz 

de un conjunto limitado de causales de procedencia del recurso.  

Las anteriores decisiones dejan en evidencia que tanto, la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, como la Corte Constitucional, han propendido por salvaguardar el derecho de todo 

procesado a impugnar el primer fallo condenatorio emitido en el proceso, y que tal 

prerrogativa se pueda ejercer mediante mecanismos reales, accesibles y que, en todo caso, 

garanticen que un superior revisará integralmente el caso.  

De hecho, en esta providencia la Corte Constitucional realiza un exhaustivo análisis de 

normas internacionales, disposiciones constitucionales, legales, reglas de razonabilidad y de 

debido proceso, para concluir que toda persona tiene derecho a impugnar la primera sentencia 

condenatoria, para garantizar el derecho de defensa y dar plena eficacia a las prerrogativas 

establecidas ampliamente en los instrumentos internacionales y en normas existentes en el 

ordenamiento jurídico interno.  

De igual forma, sin titubeos, en la mencionada decisión constitucional, se afirma que no es 

posible garantizar este derecho mediante los recursos actuales, ya que la casación, revisión y 

la acción de tutela resultan insuficientes para realizar un exhaustivo análisis del caso 

concreto, con todos los elementos fácticos, jurídicos y probatorios. Finalmente, la decisión 

enaltece esa máxima del derecho penal que dice que nadie puede ser condenado sin la 

posibilidad de impugnar su condena, para que el caso sea revisado en su fondo y forma por 

otra autoridad judicial.  



La anterior decisión, pretende solucionar problemas jurídicos que se presentan a diario por 

la estructura del sistema, “en tanto resulta posible que una persona sea absuelta en primera 

instancia y por razón de la apelación de la Fiscalía, la Víctima o el Ministerio Público 

aparezca condenada por primera vez en segunda instancia. En tal evento, como sólo queda la 

posibilidad de casación ¿ante quién se debe ejercer el recurso para garantizar la doble 

conformidad judicial? La otra problemática deriva de la posibilidad que una persona sea 

absuelta en primera y segunda instancia y por razón del recurso extraordinario de casación, 

que puede ejercer la Fiscalía, la Víctima o el Ministerio Público, resultar condenada por 

primera vez en casación. En tal evento, como no queda ningún otro recurso al interior del 

proceso penal, ¿ante quién se debe ejercer el recurso para la revisión del fallo y así poder 

garantizar la doble conformidad judicial?”49 

Posteriormente, en la sentencia de tutela SU-215 del 28 de abril de 2016, el máximo 

estamento Constitucional, delimitó los efectos y alcances de la sentencia C-792 de 2014, 

precisando que: (i) surtía efectos desde el 25 de abril de 2016, (ii) que operaba respecto de 

las sentencias dictadas a partir de esa fecha o que para entonces estuviesen en proceso de 

ejecutoria, (iii) que aunque en ella solo se había resuelto el problema de las condenas 

impuestas por primera vez en segunda instancia, debía entenderse que su exhorto llevaba 

incorporado el llamado al legislador para que regulara en general la impugnación de las 

condenas impuestas por primera vez en cualquier estadio del proceso penal, y (iv) que la 

Corte Suprema, dentro de sus competencias, o en su defecto el juez constitucional, 

atendiendo las circunstancia de cada caso, debía definir la forma de garantizar el derecho a 

impugnar la sentencia condenatoria impuesta por primera vez por su Sala de Casación Penal.   

Sobre este tópico, Vázquez Rossi ha señalado que “Es de relevancia advertir que la 

regulación internacional ha tendido vigorosamente a ubicar e instrumentar el tema de los 

recursos dentro de las garantías fundamentales que condicionan y limitan el poder punitivo 

del Estado. En este aspecto, se entiende que toda persona contra la que se ha decidido unas 

sanción punitiva tiene derecho a un control de legalidad y justicia del pronunciamiento por 

parte de un órgano superior, lo que lleva a la idea de que, en realidad, los recursos en materia 
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penal operan únicamente a favor del imputado a través de lo que se ha estudiado como la 

necesidad de una doble conformidad condenatoria para la validez de la sentencia (…) En este 

sentido, la posibilidad de recurrir ante un tribunal superior que revise la razón y legitimidad 

del anterior pronunciamiento condenatorio, aparece como una garantía contra eventuales 

arbitrariedades o excesos o contra una defectuosa aplicación del Derecho vigente; de tal 

forma, es al condenado al que, en todo caso, le asiste la instancia revisora”50. 

En todo caso, la sentencia condenatoria es el elemento fundamental del proceso penal, pues 

allí se define el objeto de la litis, a través de la construcción racional, metódica y crítica que 

realiza el juzgador de los elementos fácticos, jurídicos y probatorios presentados en el 

trámite. Y por supuesto, debe estar sujeta a contradicción por la parte afectada con la decisión, 

dada la trascendencia de los bienes jurídicos que se pueden ver soslayados.  

Al respecto, siguiendo las indicaciones emitidas por la Corte Constitucional, el Congreso de 

la República emitió el acto legislativo 01 del 18 de enero de 2018, mediante el cual se 

implementó en nuestro país el principio de la doble instancia para los aforados, traducido 

como garantía a impugnar la primera sentencia condenatoria51. Sin embargo, nada expresó 

concretamente con relación a los asuntos ordinarios en los cuales una persona es absuelta en 

primera instancia, condenada en segunda y pretende que ese fallo de responsabilidad sea 

revisado por un superior. 

Por otro lado, en cuanto a la materialización y cumplimiento efectivo de lo dispuesto en el 

Acto Legislativo y de la garantía a impugnar el primer fallo condenatorio, la Sala Penal de la 

Corte Suprema de Justicia, ha tenido varias posturas: 

Inicialmente, la Sala Plena de Corte Suprema de Justicia, en sesión del 28 de abril de 2016, 

aprobó el comunicado 08/2016, en el que precisó que “la pretensión de la Corte 

Constitucional, plasmada en la sentencia C-792 de 2014, de implementar, a partir del 

vencimiento del término de un año, la impugnación en todos los casos en que se dictara 

sentencia condenatoria por primera vez, resultaba irrealizable, porque ni la Corte, ni 
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autoridad judicial alguna contaba con facultades para introducir reformas o definir reglas que 

permitieran poner en práctica este derecho. Bajo la misma idea se ha pronunciado la Sala de 

Casación Penal, en el entendido que una orden de la naturaleza de la que contienen las 

sentencias C-792 de 2014 y SU-215 de 2016, requiere de una reforma constitucional y legal 

que solo puede adelantar el Congreso, por cuanto implica suplir un déficit legal normativo 

que incluiría la redefinición de funciones, la creación de nuevos órganos judiciales y la 

redistribución de competencias, entre otros aspectos”.52     

Siguiendo la misma posición, de forma pacífica y reiterada, la Corte indicó que hasta tanto 

no se reglamentara legalmente el procedimiento a seguir para garantizar la doble 

conformidad de la primera sentencia condenatoria, la impugnación especial era 

improcedente53.  

Luego, la Sala de Casación Penal en Auto de 14 de noviembre de 2018 (SP4883-2018; 

radicación 48820), recogió la tesis que traía e implementó transitoriamente el procedimiento 

para garantizar la doble conformidad de la primera sentencia condenatoria pero únicamente 

la dictada en sede de casación, al indicar: “5.6 Procedencia de impugnación especial para 

garantizar la doble conformidad de la condena impuesta, por primera vez, en casación: Desde 

esa perspectiva, el Acto Legislativo Nº 01 de 2018, cuyo objeto estriba en “implementar el 

derecho a la doble instancia y a impugnar la primera sentencia condenatoria”, no sólo delineó 

las bases fundantes de un proceso penal de doble instancia para los  aforados mencionados 

en el art. 235 de la Constitución, sino que instituyó una garantía fundamental, en cabeza de 

toda persona condenada penalmente, a que la declaratoria de responsabilidad penal sea 

corroborada (doble conformidad de la sentencia condenatoria). (…) Ello muestra que, para 

el constituyente, el mecanismo de impugnación está atado a la sentencia de naturaleza 

condenatoria. El derecho a impugnar el primer fallo de condena es una protección reforzada 

al derecho fundamental a la presunción de inocencia, concretado en la garantía de la doble 

conformidad, igualmente prevista en el art. 15-5 del P.I.D.C.P.De suerte que, en acatamiento 

de los principios de prevalencia del derecho sustancial (art. 228 de la Constitución) y de 
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instrumentalidad de las formas procesales (art. 24 de la Ley 600 de 2000), pese a que aún el 

legislador no ha reglamentado el procedimiento legal para la activación del mecanismo 

especial de impugnación y su respectiva resolución, cuando el fallo condenatorio es dictado 

por primera vez en casación, la Sala considera que en el Acto Legislativo están dados los 

presupuestos básicos para garantizar ese derecho, dando aplicación transitoria al núm. 7º del 

actual art. 235 de la Constitución, en consonancia con las normas propias para la 

interposición y resolución del recurso de apelación contra sentencias, previstas en los arts. 

186, 187, 194 y 201 de la Ley 600 de 2000, que por analogía resultan adecuadas para 

viabilizar la impugnación especial de la primera condena”.  

Con fundamento en lo anterior, concluye que es atribución de la Corte Suprema de Justicia 

resolver a través de una Sala integrada por tres magistrados de la Sala de Casación Penal, que 

no hayan participado en la decisión, la petición de doble conformidad judicial de la primera 

condena, proferida por los restantes magistrados de dicha Sala, entre otros, en las sentencias 

que profiera como tribunal de casación, con fundamento en el artículo. 235-7 de la 

Constitución, modificado por el art. 3º del A.L. 01 de 2018. Haciendo la claridad, que cuando 

la primera condena se dicte en sede de casación, la Sala de Casación Penal ha de integrarse 

de manera tal que tres de sus magistrados no conozcan del asunto, a fin de que puedan quedar 

habilitados para pronunciarse sobre la doble conformidad, siempre y cuando ésta sea 

solicitada por la defensa.   

Tal postura, fue reiterada y explicada con suficiencia por la Sala de Casación Penal, en 

Sentencia de Tutela del 10 de octubre de 2018 (STP1346-2018; radicación 100470), para 

dejar en claro que, si la condena es emitida por el Tribunal Superior de Distrito Judicial, el 

principio de doble conformidad se verifica a través del recurso extraordinario de casación. 

En los argumentos plasmados, se trajeron a colación los fines del acto legislativo 01 de 

201854, para luego concluir que el recurso extraordinario de casación es idóneo y eficaz para 
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Justicia, una de instrucción encargada de investigar y acusar a los congresistas, y una de juzgamiento encargada 

de adelantar en primera instancia los juicios contra aforados constitucionales. Y se atribuyó a la Sala de 

Casación Penal la competencia para conocer de la solicitud de doble conformidad judicial de la primera condena 



garantizar el derecho a la impugnación, ya que el derecho internacional reconoce que lo 

importante en la labor de garantizar el derecho a la doble conformidad es que el recurso 

garantice el examen integral de la decisión por un superior, independientemente del nombre 

que se le asigne al recurso. Por ende, se afirma que el nuevo régimen de casación penal 

implementado por la Ley 906 de 2004, actualmente vigente, constituye un evidente avance 

en materia de garantía de derechos fundamentales, teniendo en cuenta que está concebido 

como un control constitucional y legal de los fallos judiciales de segunda instancia55. 

Planteando incluso, que el recurso dejó de ser un mero juicio de legalidad, excepcional y 

limitado, como era en otrora, para convertirse en un medio garantista para controlar aspectos 

de debido proceso, de garantías y probatorios.  Ello con fundamento en que, el ejercicio de 

la casación “ya no debía ser interpretada solo desde, por y para las causales, sino también 

desde sus fines.”  

Con todo esto, la providencia concluye que mientras la ley reglamenta el procedimiento y las 

condiciones dentro de las cuales debe interponerse y ejercitarse el derecho a la impugnación, 

“el modelo casacional acogido en el sistema procesal penal colombiano, es un mecanismo 

idóneo y eficaz para garantizar el derecho a la impugnación cuando la primera condena ha 

sido proferida en segunda instancia por un Tribunal Superior o el Tribunal Militar, porque (i) 

permite controvertir los aspectos fácticos, probatorios y jurídicos de la decisión, (ii) es de 

fácil interposición y fundamentación, y (iii) la sala puede superar los defectos de la demanda 

cuando advierta que se hace necesario para la realización de los fines del recurso”.  

                                                           
dictada en segunda instancia dentro de los referidos procesos, y en los procesos de que conocían en segunda 

instancia los Tribunales Superiores o el Tribunal Militar”.  

 
55 “Esto implicó la ampliación de su alcance como mecanismo de control, al quedar regulado no solo como un 

juicio de legalidad, como se hallaba regulada en los ordenamientos procesales precedentes, sino también como 

un juicio de constitucionalidad, de protección de la indemnidad de la normativa constitucional, con el 

inequívoco propósito de hacer prevalecer los fines sobre las formas.    

También implicó mutaciones en los fines de la casación, pues la finalidad nomofiláctica, que en sus orígenes 

se consideraba un simple ejercicio de defensa de la ley, terminó fundiéndose con la noción misma de justicia 

(función dikelógica), y con la defensa de principios y valores (función axiológica), en el propósito de que la 

efectividad del derecho material, como fin de la casación, se acoplara con un concepto dúctil de ley.       

Los motivos de casación ofrecen, por su parte, a los sujetos procesales, la posibilidad de denunciar no solo 

errores de naturaleza jurídica como ocurre en buena parte de los regímenes penales, sino también probatoria y 

procesales, y por supuesto, garantías fundamentales. La causal primera recoge los errores de naturaleza jurídica, 

la segunda los errores de estructura procesal y de garantía, y la tercera los errores probatorios”. 



Esta posición ha sido acogida de manera uniforme por el máximo órgano de cierre de la 

justicia ordinaria en nuestro país, así queda claro en la decisión AP699-2019 (Radicación 

Nro. 54.582) del 27 de febrero de 2019, al señalar: “La Corte Suprema de Justicia ha reiterado 

que frente a la condena emitida en sede de segunda instancia, se cumplen las finalidades 

garantistas de la doble conformidad a través del recurso extraordinario, en el que la Sala 

examinará los cargos y, oficiosamente, si es del caso, se verificará si la condena es conforme 

a derecho, tarea que cumplirá en la sentencia de casación o en el auto inadmisorio de la 

demanda, respecto de los trámites que se adelantan por la Ley 600 de 2000, o después de 

cumplido el rito de insistencia luego de inadmitido el escrito de sustentación del recurso o en 

el cuerpo del fallo, en los casos de los procesos de Ley 906 de 2004, según que se cumplan 

o no los requisitos para la admisibilidad de la sustentación de la casación (…) se ha 

establecido en modo diáfano que los fines y garantías constitucionales, respecto de las 

sentencias dictadas por los Tribunales Superiores de Distrito o el Tribunal Superior Militar, 

se cumplen a través del recurso extraordinario de casación, conforme a la última línea 

jurisprudencial asumida por la Sala en la materia.” 

Al mismo tiempo consideró propicia la oportunidad para precisar que el derecho fundamental 

de la doble conformidad, no puede entenderse como la exigencia de que en todos los casos 

deban emitirse materialmente dos fallos en el mismo sentido, por jueces de distinta jerarquía. 

Pues, según el Alto Tribunal, lo pretendido por la orientación garantista y constitucionalizada 

de la doble conformidad, va dirigida a que todo aquel que sea condenado tenga derecho a una 

segunda opinión al respecto, por lo general, a cargo del superior funcional de quien emitió la 

sentencia adversa a los intereses del procesado, y “No importa que la segunda opinión se 

adopte por la Corte Suprema de Justicia al resolver sobre la inadmisibilidad de la demanda, 

o cumplido el trámite de insistencia, o en la sentencia que resuelve el recurso de casación, 

según se trate de Ley 600 de 2000 o Ley 906 de 2004, o en el fallo de segunda instancia que 

profiera al desatar la apelación contra la decisión de primer grado dictada por la Sala de 

Juzgamiento de primera instancia de la Corporación”. 

Significa entonces que se trata de evitar que el acusado quede condenado de manera 

definitiva, por la decisión de una sola autoridad judicial, sea cualquiera su jerarquía (Juez 

penal municipal, Juez de Circuito, Tribunal o Corte Suprema de Justicia); sin que sea posible 



confrontar, cuestionar o refutar dicha sentencia, a través de recursos ordinarios o 

extraordinarios, siempre y cuando, se haya solicitado la doble conformidad por el procesado 

condenado o su defensor o en los casos en que la Sala admite que debe pronunciarse sobre la 

aludida garantía, de manera oficiosa.  

Por lo tanto, tal postura afirma que el derecho a la doble conformidad se entiende garantizado 

cuando el ordenamiento jurídico contiene medios de impugnación, a través de los cuales se 

tenga acceso real a que otra autoridad judicial diferente, estudie la sentencia y la declare 

ajustada a derecho, siempre y cuando a ello hubiere lugar; con independencia de la jerarquía 

del Juez que haya emitido la condena, o en cuál instancia o sede se haya producido. 

No obstante todo lo anterior, en cumplimiento de un fallo de tutela emitido por la Sala Civil 

de la Corte Suprema de Justicia, la Sala Penal de la misma corporación profirió la decisión 

AP1263-2019 (Radicación Nro. 54215) del tres (03) de abril de dos mil diecinueve (2019), 

mediante la cual modifica  los planteamientos jurídicos esbozados hasta esa fecha y 

asumiendo funciones legislativas, fijó reglas transitorias para tramitar las impugnaciones 

especiales que permitan cumplir la garantía constitucional a la doble conformidad judicial, 

es decir, recurrir el primer fallo condenatorio en los eventos en que los tribunales superiores 

–como jueces penales de segunda instancia– revoquen absoluciones y dicten sentencias 

condenatorias contra las personas procesadas. Lo anterior, mientras el Congreso de la 

República aprueba la ley que consagre el respectivo procedimiento56.  

El cambio de línea estuvo sustentado en que la reforma implementada por el acto legislativo 

01 de 2018, estableció además del principio de la doble instancia para los aforados, el derecho 

a impugnar la primera sentencia condenatoria. Entonces fue así como en el artículo 3°, por 

el cual modificó el 235 de la Carta Política, atribuyó a la Sala de Casación Penal (numeral 

7), la competencia para conocer de la solicitud de doble conformidad de la primera condena 

proferida por los tribunales superiores o militares. 

                                                           
56 Comunicado 05/19 Sala Penal “Corte Suprema fija reglas provisionales para tramitar apelación de primeras 

condenas emitidas en segunda instancia por los tribunales superiores”. Bogotá D.C. 09 de abril de 2019. 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/index.php/2019/04/09/reglas-provisionales-para-tramitar-apelacion-de-

primeras-condenas/ 



Sin embargo, ante la ausencia de la ley prevista en la reforma, en la que se debía concretar el 

procedimiento para asegurar la garantía de la doble conformidad judicial, la Sala de Casación 

Penal flexibilizó los criterios para acceder al recurso de casación y abrió paso para que, en 

sede extraordinaria, se estudiara la condena, conforme a las críticas formuladas por el 

impugnante. Dejando de lado el riguroso y exigente formalismo de la casación, para asegurar 

la realización de un “examen integral de la decisión recurrida” conforme lo dispone la 

jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y permitir que la decisión 

adversa a los intereses del procesado sea revisada por una autoridad judicial distinta.  

Ahora bien, agregó que aunque la Sala reconoce que el asunto debe ser regulado por el 

Congreso de la República, es consciente de la imperiosa necesidad de asegurar ese derecho 

de rango constitucional, hasta tanto se expida la ley. Por consiguiente, atendiendo la finalidad 

integradora de la jurisprudencia, indicó adoptar “medidas provisionales orientadas a 

garantizar, de mejor manera a como se ha venido haciendo al interior de los procesos regidos 

por los códigos de Procedimiento Penal de 2000 (Ley 600) y de 2004 (Ley 906), el derecho 

a impugnar la primera condena emitida en segunda instancia por los tribunales superiores. 

Para tal efecto, expresó propender por la solución menos traumática y que implique una 

mínima intromisión en el ordenamiento jurídico vigente. En ese orden, dentro del marco 

procesal de la casación, estableció una serie de medidas provisionales mientras el Congreso 

regula cabalmente el trámite para materializar el derecho a la doble conformidad judicial57.  

                                                           
57 (i) Se mantiene incólume el derecho de las partes e intervinientes a interponer el recurso extraordinario de 

casación, en los términos y con los presupuestos establecidos en la ley y desarrollados por la jurisprudencia. 

(ii) Sin embargo, el procesado condenado por primera vez en segunda instancia por los tribunales superiores, 

tendrá derecho a impugnar el fallo, ya sea directamente o por conducto de apoderado, cuya resolución 

corresponde a la Sala de Casación Penal.  

(iii) La sustentación de esa impugnación estará desprovista de la técnica asociada al recurso de casación, aunque 

seguirá la lógica propia del recurso de apelación. Por ende, las razones del disenso constituyen el límite de la 

Corte para resolver. 

(iv) El tribunal, bajo esos presupuestos, advertirá en el fallo, que, frente a la decisión que contenga la primera 

condena, cabe la impugnación especial para el procesado y/o su defensor, mientras que las demás partes e 

intervinientes tienen la posibilidad de interponer recurso de casación. 

(v) Los términos procesales de la casación rigen los de la impugnación especial. De manera que el plazo para 

promover y sustentar la impugnación especial será el mismo que prevé el Código de Procedimiento Penal, según 

la ley que haya regido el proceso -600 de 2000 o 906 de 2004-, para el recurso de casación.  

(vi) Si el procesado condenado por primera vez, o su defensor, proponen impugnación especial, el tribunal, 

respecto de ella, correrá el traslado a los no recurrentes para que se pronuncien, conforme ocurre cuando se 

interpone el recurso de apelación contra sentencias, según los artículos 194 y 179 de las leyes 600 y 906, 

respectivamente. Luego de lo cual, remitirá el expediente a la Sala de Casación Penal. 



Todo esto, lleva a colegir que hasta antes del tres (03) de abril de dos mil diecinueve (2019), 

fecha en la cual la Sala Penal de la Corte Suprema emitió la providencia AP1263-2019 

(Radicación Nro. 54215), quien fuese condenado por primera vez en casación, sí se le 

permitiría impugnar el fallo para que una sala especial de decisión, conformada por 

magistrados que no conocieron de la primera instancia, efectuaran el análisis de fondo de la 

sentencia. Sin embargo, la persona absuelta en primera instancia, y condenada en sede de 

segunda instancia por el Tribunal Superior de Distrito Judicial, no se encontraba facultado 

para promover el recurso de impugnación, y de ejercerlo, sería declarado improcedente de 

inmediato. Pues según la línea jurisprudencial adoptada hasta aquel entonces, por el máximo 

estamento de la justicia ordinaria, ese procesado aún contaba con el recurso de casación, y 

con tal posibilidad, se satisface el derecho a impugnar la sentencia condenatoria.  

Por consiguiente, es dable afirmar que hasta antes de la referida decisión, la Corte Suprema 

pretendía dar por satisfecho el derecho a impugnar la sentencia condenatoria, al indicar que 

el procesado condenado por primera vez en sede de segunda instancia aun contaba con el 

recurso extraordinario de casación. Desconociendo así, sus propias decisiones en las que 

resaltaba que la casación no es una instancia adicional dentro del trámite procesal, y en 

consecuencia, bajo la premisa de presunción de acierto, el recurrente no puede establecer una 

mera inconformidad frente a la decisión, sino que debe acreditar un yerro de tal envergadura, 

                                                           
(vii) Si además de la impugnación especial promovida por el acusado o su defensor, otro sujeto procesal o 

interviniente promovió casación, esta Sala procederá, primero, a calificar la demanda de casación. 

(viii) Si se inadmite la demanda y -tratándose de procesos seguidos por el estatuto adjetivo penal de 2004- el 

mecanismo de insistencia no se promovió o no prosperó, la Sala procederá a resolver, en sentencia, la 

impugnación especial.  

(ix) Si la demanda se admite, la Sala, luego de realizada la audiencia de sustentación o de recibido el concepto 

de la Procuraduría –según sea Ley 906 o Ley 600-, procederá a resolver el recurso extraordinario y, en la misma 

sentencia, la impugnación especial.  

(x) Puntualmente, contra la decisión que resuelve la impugnación especial no procede casación. 

 Ello porque ese fallo correspondiente se asimila a una decisión de segunda instancia y, tal como ocurre en la 

actualidad, contra esas determinaciones no cabe casación (cfr., entre otros pronunciamientos, CSJ AP6798-

2017, rad. 46395; CSJ AP 15 jun. 2005, rad. 23336; CSJ AP 10 nov. 2004, rad. 16023; CSJ AP 12 dic. 2003, 

rad. 19630 y CSJ AP 5 dic. 1996, rad. 9579). 

(xi) Los procesos que ya arribaron a la Corporación, con primera condena en segunda instancia, continuarán 

con el trámite que para la fecha haya dispuesto el magistrado sustanciador, toda vez que la Corte, en la 

determinación que adopte, garantizará el principio de doble conformidad.  

3. Teniendo en cuenta que en esta ocasión, según obra en el expediente, el Tribunal corrió traslado de la 

impugnación especial a los no recurrentes, la Sala procederá a resolver de fondo.”. 



empleando la técnica adecuada para sustentar cargo y causal58, so pena de resultar inadmitida 

la demanda, pues la estructura formal y argumentativa de una demanda de casación no se 

asemeja a la presentación de un recurso de apelación, el cual es mucho más flexible y amplio 

en cuanto a las posibilidades de censura.  

En vista de todo lo anterior, cabe destacar que si bien no existe un tratado o convenio 

específico a nivel internacional para proteger y promover la doble conformidad judicial, esta 

garantía del derecho de defensa adquiere fuerza vinculante a través de la aplicación e 

interpretación de la Convención Americana de Derechos Humanos, el pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, tal y como lo ha resaltado la Corte Constitucional en la sentencia C-792 de 2014, 

y ahora la Corte Suprema de justicia Sala Penal, AP1263-2019 (Radicación Nro. 54215). Por 

ello, aunque en principio la decisión de la Sala Penal mediante la cual establece las reglas 

provisionales para impugnar las sentencias condenatorias emitidas por primera vez en sede 

de segunda instancia o en casación, pretende garantizar el derecho a la doble conformidad 

judicial, no obstante, lo cierto es que el procedimiento para definir la forma para garantizar 

el anhelado derecho está en cabeza del Congreso y la judicatura  no puede usurpar funciones 

propias del órgano legislativo, porque afectaría la separación de poderes, y el denominado 

“check and balance”, pues estaría ejerciendo como legislador (creador de normas) y a la vez 

como Juez (quien las aplica), lo que genera menoscabo al principio de legalidad, ya que sólo 

el Congreso está habilitado para crear normas, leyes, trámites y procedimientos.  

Por último y para finalizar este apartado, dadas las condiciones que anteceden, es de gran 

relevancia destacar que mediante el fallo de tutela SU- 217 del 21 de mayo de 201959, la 

Corte Constitucional le ordenó a la Sala Penal del Tribunal Superior de Neiva y a la Sala de 

Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, que garanticen el derecho a la doble 

conformidad judicial de un Concejal de un municipio del departamento del Huila, quien fue 

absuelto en primera instancia y condenado en segunda instancia por el Tribunal Superior del 

                                                           
58 Corte Suprema de Justicia de Colombia, Auto Nro. 35333 del 09 de octubre de 2013, Auto Nro. 35832 del 

18 de diciembre de 2013, Auto Nro. 40.629 del 11 de diciembre de 2013, Auto Nro. 18041 del 06 de diciembre 

de 2001, Auto Nro. 21.271 del 04 de mayo de 2005.  
59 M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/comunicados/No.%2015%20comunicado%2021%20de%20mayo%20

de%202019.pdf 



mencionado distrito judicial, e interpuso una serie de recursos para buscar que su sentencia 

fuera revisada en segunda instancia, lo cual había sido infructuoso, hasta ese día. 

Adicionalmente, el máximo estamento constitucional dispuso “EXHORTAR, una vez más, 

al Congreso de la República, a que regule el procedimiento para el ejercicio del derecho a la 

impugnación de la primera sentencia condenatoria en materia penal, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 29 y 235, numerales 2 y 7, de la Constitución. Sexto. EXHORTAR 

al Consejo Superior de la Judicatura y al Gobierno Nacional a que, con participación de la 

Corte Suprema de Justicia, y en el marco del principio de colaboración armónica, dispongan 

de lo necesario para adelantar el diagnóstico a que hace referencia esta providencia, así como 

de los recursos presupuestales y administrativos necesarios para la puesta en marcha del 

procedimiento que garantice la impugnación de la primera sentencia condenatoria.”. 

Lo anterior, coincide con la postura asumida en este trabajo, como quiera que se propende 

por un activismo judicial moderado, en el cual el Juez es garante de derechos y prerrogativas, 

aplicando la Constitución, las leyes y los principios, pero sobre la base de la legalidad, 

independencia de poderes y funciones públicas. Destacando que en este caso, es el Congreso 

quien debe establecer de forma urgente y prioritaria el trámite para garantizar el derecho a la 

doble conformidad judicial, en ejercicio de su libertad de configuración legislativa.  

 

4. Estudios de caso. Limitaciones al ejercicio de la impugnación de la primera 

sentencia condenatoria en la jurisdicción ordinaria. 

 

Luego de todo el análisis efectuado hasta el momento, consideramos oportuno presentar los 

resultados de tres casos reales que se rastrearon, de los muchos que existen, donde se emite 

sentencia absolutoria en primera instancia y en sede de segunda instancia, son revocadas para 

imponer condena.  

Es menester destacar que los casos seleccionados hacen parte de los distritos judiciales de 

Medellín y Antioquia, con sentencias proferidas entre los años 2016 y 2017. Para obtener la 

información se tuvo acceso a los expedientes, con la debida autorización, y en mayor medida 



se realizó un rastreo en el sistema de Gestión siglo XXI, y en la página web oficial de la 

Rama Judicial60.  

Código Único de 
Investigación  
(CUI) 

Nombre del 
procesado61 

Delito(s) objeto de 
acusación  

Decisión de primera 
instancia  

Decisión de 
segunda 
instancia  

Acciones 
promovidas por 
la defensa 

Resultado Estado actual 

05 001 60 00206 
2015 03195 

J.M.T. Homicidio Agravado Absolución Revoca, y en su 
defecto, emite 
Condena. 

1. Presentó 
apelación. 
  
2. Luego 
interpuso queja.  
 
3. Presentó 
acción de 
Tutela.  

1. T. S. D.J Medellín 
declaró 
improcedente. 
 
2. Declarada 
Improcedente por la 
Corte Suprema. 
 
 
3. Declarada 
improcedente  
por la Corte 
Suprema, con un 
salvamento de voto.  
 

Condenado. 
Sentencia 
ejecutoriada.   

11 001 60 99034 
2014-80091. 

F. H. A. M. y 
otros.  

Contaminación 
ambiental.  

Absolución  Revoca, y en su 
defecto, emite 
Condena 

Demanda de 
casación  

Admitida  En trámite para 
resolver de 
fondo.  

05 001 07 002 
2014 00388 

A. N. Z. C.  Concierto para 
delinquir agravado, 
invasión de áreas de 
especial importancia 
ecológica y 
desplazamiento 
forzado 

Absolución por 
Concierto para 
delinquir agravado y 
 Y desplazamiento 
forzado.  
 
Condena por invasión 
de áreas de especial 
importancia ecológica 

Revoca, y en su 
defecto, emite 
Condena por 
todos los 
delitos objeto 
de acusación.  

1. Presentó 
apelación.  
 
2. Luego 
presentó 
demanda de 
casación. 

1. T. S. D.J Medellín 
inadmitió el 
recurso. 
 
 2. Impartió trámite 
con destino a la 
Corte Suprema de 
Justicia.  

Corte Suprema de 
Justicia, Sala 
Penal, inadmitió 
demanda de 
casación.  
 
Condenado. 
Sentencia 
ejecutoriada.  

Tabla 1. Elaboración propia. Información obtenida del sistema de gestión de la Rama Judicial. 

 

La anterior información, nos permite afirmar que, en cada uno de los procesos referenciados, 

el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín y el Tribunal de Antioquia, se 

abstuvieron de dar trámite a los recursos de apelación propuestos frente a las decisiones que 

en segunda instancia, revocaron la absolución. Sustentando las referidas agencias colegiadas, 

que el recurso extraordinario de casación, la acción de revisión y la tutela contra providencias 

judiciales, son mecanismos establecidos de forma suficiente para atacar la decisión62. 

Desconociendo el carácter técnico, reglado, y excepcional de dichos medios de defensa, los 

cuales son viables pero en ninguna medida garantizan real y efectivamente el derecho del 

procesado a impugnar su primera condena. Se destaca además, que para la fecha de esas 

                                                           
60 https://www.ramajudicial.gov.co/ 
61 Se colocan las iniciales del nombre por respeto al procesado.  
62 Ver Auto Interlocutorio Nro. 114 del 24 de agosto de 2017, Radicado N °2014-00388.  M.P. Cesar Augusto 

Rengifo Cuello, Tribunal Superior de Medellín, Sala Penal. 



decisiones, años 2016 y 2017, siguieron los lineamientos esbozados en ese entonces por la 

Corte Suprema de Justicia, que indicaba que el recurso extraordinario de casación era 

suficiente para garantizar el medio de defensa para la sentencia condenatoria emitida por 

primera vez en segunda instancia63.  

Así las cosas, los ciudadanos condenados por primera vez en segunda instancia, no tuvieron 

acceso a un recurso ágil y expedito, para controvertir de forma amplia y completa los 

fundamentos fácticos, jurídicos y probatorios de la sentencia condenatoria. Por lo que, en 

estos casos, la providencia de condena no fue revisada a fondo ni completa por otra autoridad 

judicial diferente a la que la profirió. Quedando de forma evidente una sentencia de 

declaratoria de responsabilidad penal, de única instancia.    

 

5. Conclusión 

De conformidad con lo analizado en cada uno de los acápites de este trabajo, es posible 

plantear la existencia del denominado “choque de trenes” en relación con la posibilidad de 

impugnar la sentencia condenatoria emitida por primera vez en segunda instancia o en 

casación, debido a que, a partir de la sentencia C-792 de 2014, la Corte Constitucional 

estableció la viabilidad del recurso con el fin de salvaguardar el derecho a la doble 

conformidad judicial y otras garantías, como el derecho de defensa. Es decir, que otra 

autoridad judicial revise de manera amplia, detallada y completa, los fundamentos fácticos, 

jurídicos y probatorios del primer fallo de condena. Sin embargo, el Congreso de la República 

no ha reglamentado el procedimiento que permita garantizar la impugnación de la primera 

sentencia condenatoria emitida en toda actuación penal. 

 

Nos referimos a “choque de trenes” porque el órgano judicial, Corte Constitucional, como 

guardián de la Constitución, y garante de los principios y valores establecidos en el bloque 

constitucionalidad, delimitó el alcance del derecho a la doble conformidad judicial, y sostuvo 

que todas las sentencias condenatorias emitidas por primera vez, deben tener la posibilidad 

de ser impugnadas por el acusado o su defensor, en consonancia con lo establecido en la 

                                                           
63 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, AP4428-2016, Radicación N°48.012. M.P. Acuña 

Vizcaya, José Francisco. 



Convención Americana de Derechos Humanos, y el Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos. Dejando claro el alto Tribunal, que el procedimiento para hacer efectivo el 

derecho, debe ser regulado por el órgano legislativo, quien deberá determinar el trámite y la 

forma para ejercer la impugnación.  No obstante, el Congreso de la Republica, ha hecho caso 

omiso a los exhortos y llamados del máximo estamento constitucional, y hasta la fecha no ha 

regulado la vía para materializar la importante prerrogativa, salvo en el caso de los aforados. 

 

Con todo esto, es evidente que si bien el derecho a la doble conformidad judicial se encuentra 

reconocido de manera pacífica y reiterada por la Corte Constitucional y la Corte Suprema de 

Justicia, lo cierto es que este derecho no tiene definido un trámite claro, a través del cual se 

pueda ejercer. Siendo necesario destacar que el procedimiento provisional definido por la 

Corte Suprema de Justicia64, no es plausible ni adecuado en un sistema democrático, pues 

atenta contra el principio de división de poderes, y conlleva a la inseguridad jurídica, porque 

bajo los estándares de la estricta legalidad, el único competente para crear trámites y 

procedimientos en materia de recursos indiscutiblemente es el legislador.  

 

Bajo las premisas expuestas, resulta claro que para el anhelado procedimiento solo se 

requiere que el congreso efectúe una reforma al Código de Procedimiento Penal (CPP), sin 

que sea necesario una reforma constitucional, toda vez que la doble conformidad judicial, 

entendido como el derecho a impugnar la primera sentencia condenatoria, ya está consagrado 

expresamente en la Convención Americana de Derechos Humanos y en el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que forman parte del bloque de 

constitucionalidad. Así mismo, el artículo 29 de la Constitución, ya consagra diáfanamente 

tal derecho. En consecuencia, como ya se encuentra expresamente consagrado en el texto 

constitucional, solo falta el desarrollo en el CPP a través de una reforma legal, mediante Ley 

estatutaria65. 

                                                           
64 Corte Suprema de Justicia de Colombia, AP1263-2019 (Radicación Nro. 54215), tres (03) de abril de dos mil 

diecinueve (2019), M.P. Eyder Patiño Cabrera.  
65 De acuerdo al artículo 152 de la Constitución Nacional, todo asunto relacionado con derechos fundamentales 

deberá ser tramitado a través de Ley Estatutaria.  

“Articulo 152. Mediante las leyes estatutarias, el Congreso de la República regulará las siguientes materias: 

a) Derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección;”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#152 



 

En ese orden de ideas y dado que en Colombia se han estado profiriendo sentencias 

condenatorias en única instancia, vulnerando el derecho a la doble conformidad judicial, 

debido a una omisión legislativa. Nuestra propuesta, tal y como se refirió en líneas anteriores, 

es que se debe adelantar un trámite al interior del Congreso, por medio de una Ley Estatutaria, 

que reforme el código de procedimiento penal establezca las pautas para ejercer este derecho. 

Desde luego, definiendo el límite temporal de aplicación de la norma, a cuáles sujetos se les 

permitirá promover la impugnación, verificar si es procedente o no la creación de cargos al 

interior de la Corte Suprema de Justicia para tramitar las impugnaciones, cuáles serán los 

términos para formular el recurso, analizar si la norma regirá a partir de la fecha de su 

promulgación o si cobijará casos anteriores, estudiar la posibilidad de imponer restricciones, 

examinar la aplicación de la favorabilidad en materia penal y, tener en cuenta, dentro del 

debate los pormenores y asuntos problemáticos que se puedan suscitar en este asunto.   
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